
 

 

Bogotá, D. C., 12 de junio de 2026 
 
Señor 
GUILLERMO ALFONSO JARAMILLO MARTÍNEZ  
Ministro de Salud y Protección Social 
Ministerio de Salud y Protección Social 

Asunto: Comentarios al proyecto de decreto «Por el cual se adiciona el 
Título 3 a la parte 7 del Libro 2 del Decreto 780 de 2016, Único 
Reglamentario del Sector Salud y Protección Social, y se dictan medidas de 
empleo y trabajo para el Talento Humano en Salud ». 

 

Respetado Ministro Jaramillo, reciba un cordial saludo. 

De manera atenta, la Asociación Colombiana de Ciudades Capitales (Asocapitales), en 
representación de las ciudades capitales de departamento del país, y en ejercicio de la 
facultad de participación ciudadana en la expedición de actos administrativos de carácter 
general prevista en el artículo 2.1.2.1.14 del Decreto 1081 de 2015 y en el numeral 8 del 
artículo 8 de la Ley 1437 de 2011, formula las siguientes observaciones técnicas y jurídicas al 
proyecto de decreto del asunto, en lo relativo a las medidas de empleo y trabajo para el 
Talento Humano en Salud. 

Las observaciones que se exponen a continuación se fundamentan en la defensa de la 
autonomía territorial, la sostenibilidad fiscal subnacional y la eficiencia de la gestión pública 
local. Reconociendo el diagnóstico que motiva la regulación —la precarización estructural 
del Talento Humano en Salud como obstáculo a la prestación del servicio público esencial de 
salud—, ASOCAPITALES considera que el instrumento regulatorio propuesto presenta 
deficiencias técnicas y fiscales que comprometen su viabilidad práctica y su coherencia 
constitucional. 

1. RESUMEN EJECUTIVO 

1) El proyecto de decreto diseña un sistema de formalización laboral progresiva del 
Talento Humano en Salud que, si bien responde a una problemática estructural 
legítima, traslada su carga financiera a las entidades territoriales sin la correlativa 
asignación presupuestal del nivel nacional, configurando un mandato sin recursos 
incompatible con los artículos 287 y 313 de la Constitución Política, la Ley 617 de 
2000 y la Ley 819 de 2003. 

2) El artículo 2.7.3.2.5 remite a fuentes de financiación concurrentes sin identificarlas ni 
vincularlas a una transferencia nacional específica, mientras la Memoria Justificativa 
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declara expresamente que el decreto no genera impacto económico para el 
Ministerio. Dicha contradicción revela la ausencia de un análisis de impacto fiscal 
conforme al artículo 7 de la Ley 819 de 2003, requisito cuyo incumplimiento puede 
comprometer la validez jurídica de la regulación. 

3) La autonomía administrativa y financiera de las entidades territoriales —reconocida 
en el Parágrafo 2 del artículo 2.7.3.1.2— resulta neutralizada por el plazo imperativo 
de 60 días del artículo 2.7.3.2.1 para la entrega del Plan Institucional de Formalización 
Laboral, exigencia que adolece además de un defecto de técnica normativa: el 
instrumento tecnológico necesario para cumplirla se defiere a un diseño posterior 
por parte del Ministerio de Salud y el DAFP. 

4) La habilitación de plantas temporales ajustables anualmente según disponibilidad 
presupuestal (artículo 2.7.3.2.3 y Parágrafo 2 del artículo 2.7.3.2.5) introduce una 
contradicción interna que puede convertir la temporalidad en la regla permanente, 
en directa contravía del objeto del decreto y del Parágrafo 1 del artículo 2.7.3.6.1, 
que prohíbe expresamente la vinculación sucesiva e ininterrumpida bajo figuras 
temporales. 

El contexto fiscal sobreviniente de 2026 agrava la inviabilidad del decreto: los compromisos 
salariales derivados de los decretos territoriales expedidos en marzo de 2026, con 
incremento del 7% retroactivo y ajuste de bonificaciones, ya consumen margen bajo los 
límites de la Ley 617 de 2000. Superponer sobre dichos compromisos la formalización de 
planta permanente compromete la sostenibilidad fiscal estructural de los municipios capital. 

2. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

2.1. Autonomía territorial y descentralización 

La Constitución Política consagra en el artículo 1 el modelo de Estado como República 
unitaria, descentralizada y con autonomía de sus entidades territoriales. El artículo 287 
reconoce a dichas entidades el derecho a gobernarse por autoridades propias, ejercer las 
competencias que les correspondan y administrar sus recursos1. 

El artículo 313 numeral 5 reserva a los concejos municipales la facultad de determinar la 
estructura de la administración y las escalas de remuneración correspondientes. Esta 

 

1Constitución Política de Colombia, artículos 1, 287 y 311. Sobre la autonomía como elemento estructural del Estado 
colombiano, véase Robledo Silva, Paula. La autonomía municipal en Colombia. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 
2010, p. 43. 
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competencia es de naturaleza constitucional directa y no puede ser desplazada por vía 
reglamentaria2. 

La Corte Constitucional ha reiterado que la autonomía territorial no puede vaciarse de 
contenido mediante regulaciones nacionales que, so pretexto del interés general, impongan 
cargas de gasto corriente sin la correlativa transferencia de recursos. En la Sentencia C-149 
de 2010 señaló que el legislador puede limitar el ejercicio de las competencias territoriales, 
pero no puede hacerlo de tal forma que suprima la esencia misma de la autonomía3. 

2.2. Principios de sostenibilidad fiscal y responsabilidad presupuestal 

El artículo 7 de la Ley 819 de 2003 dispone que todo proyecto de ley, ordenanza o acuerdo 
que ordene gasto debe incluir en su exposición de motivos el análisis del impacto fiscal de 
las medidas propuestas y la fuente de financiamiento del gasto generado. Esta exigencia es 
aplicable, por analogía constitucional, a los actos reglamentarios que operativamente 
generen erogaciones obligatorias a cargo de entidades territoriales4. 

La Ley 617 de 2000 establece los límites de gasto de funcionamiento para las entidades 
territoriales en función de sus ingresos corrientes de libre destinación, operando como techo 
estructural que no puede superarse sin comprometer la viabilidad financiera de la entidad5. 

2.3. Principios de concurrencia, complementariedad y subsidiariedad 

Conforme al artículo 288 constitucional, los principios de concurrencia, complementariedad 
y subsidiariedad impiden que el nivel nacional traslade cargas fiscales al nivel territorial sin 
los mecanismos de financiación correspondientes. El principio de subsidiariedad, en 
particular, exige que la intervención nacional sea excepcional y proporcional, limitada a los 
casos en que la entidad territorial haya demostrado incapacidad para actuar6. 

2.4. Protección constitucional del trabajo y vinculación laboral misional 

El artículo 25 constitucional garantiza el derecho al trabajo digno y el artículo 53 establece 
los principios mínimos fundamentales de las relaciones laborales. Las Sentencias C-614 de 

 

2Constitución Política de Colombia, artículo 313, numerales 3 y 5. Reserva constitucional de la función de definir la 
estructura de la administración y las escalas de remuneración a los concejos municipales. 
3Corte Constitucional. Sentencia C-149 de 2010, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. Reiterada en Sentencia C-182 de 2025. 
4Ley 819 de 2003, artículo 7: «En todo momento, el impacto fiscal de cualquier proyecto de ley, ordenanza o acuerdo, que 
ordene gasto o que otorgue beneficios tributarios, deberá hacerse explícito y deberá ser compatible con el Marco Fiscal de 
Mediano Plazo.» 
5Ley 617 de 2000, artículos 3 y 6. Los límites de gasto de funcionamiento se aplican sobre los ingresos corrientes de libre 
destinación y constituyen un techo estructural de carácter permanente. 
6Constitución Política, artículo 288; Ley 1454 de 2011 (LOOT), artículo 27. Hernández Becerra, Augusto. Ordenamiento y 
desarreglo territorial de Colombia. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2001. 
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2009 y C-171 de 2012 desarrollaron la doctrina según la cual las funciones misionales 
permanentes del Estado deben ejecutarse mediante personal de planta, prohibiendo su 
sustitución por figuras contractuales precarias. La legitimidad de esa doctrina es 
incuestionable; sin embargo, su operativización requiere los recursos necesarios para hacerla 
efectiva7. 

3. DESARROLLO DE LAS OBSERVACIONES AL ARTICULADO 

3.1. Artículos 2.7.3.2.1, 2.7.3.2.5 y 2.7.3.2.6 – Mandato de formalización sin 
análisis de sostenibilidad fiscal 

El artículo 2.7.3.2.1 impone a todas las entidades del sector salud, la obligación de elaborar, 
adoptar e implementar un Plan Institucional de Formalización Laboral orientado a la creación 
o ampliación de planta permanente. El artículo 2.7.3.2.6 reitera la prioridad de las 
modalidades de vinculación laboral directa para funciones misionales permanentes. 
Valoradas de manera conjunta, estas disposiciones configuran una obligación de gasto 
corriente de carácter permanente. 

La creación o ampliación de plantas de personal implica compromisos salariales y 
prestacionales de vigencia indefinida que se financian con ingresos corrientes de libre 
destinación, sujetos a los límites de la Ley 617 de 2000. Sin embargo, ni el articulado ni la 
Memoria Justificativa contienen un análisis de sostenibilidad fiscal plurianual que acredite la 
capacidad financiera de las entidades territoriales para asumir dichos compromisos. 

La Memoria Justificativa declara expresamente que el decreto «no tiene impacto económico 
para el Ministerio de Salud y Protección Social, ya que su objeto va encaminado a las ESE y 
demás entidades del sector salud» 8 . Esta declaración revela que la carga fiscal es 
deliberadamente trasladada al nivel territorial sin transferencia nacional correlativa, 
configurando un mandato sin recursos (unfunded mandate) que contraviene el artículo 7 de 
la Ley 819 de 2003. 

El antecedente de las mesas de concertación con sindicatos del sector público (ANTHOC y 
sindicatos de ESE) en negociaciones de pliegos anteriores confirma que el cuello de botella 
nunca fue normativo sino fiscal: el compromiso de formalización se suscribe a nivel nacional 

 

7Corte Constitucional. Sentencia C-614 de 2009, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto: la prohibición de contratar funciones 
misionales permanentes mediante figuras no laborales se deriva directamente del artículo 53 constitucional. Sentencia C-
171 de 2012, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva: reiteración de la doctrina. 
8Memoria Justificativa del Proyecto de Decreto de Formalización Laboral del Talento Humano en Salud, sección 4 «Impacto 
Económico»: [Este lineamiento no tiene impacto económico para el Ministerio de Salud y Protección Social, ya que su objeto 
va encaminado a las ESE y demás entidades del sector salud]. 
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y la financiación recae en ESE descapitalizadas que dependen de la venta de servicios y del 
giro directo9. 

Para la expedición del decreto es requisito previo la adopción del Plan Institucional, la 
elaboración de un análisis de sostenibilidad fiscal plurianual que acredite la capacidad 
financiera de la entidad territorial para asumir los nuevos compromisos laborales. Dicho 
análisis deberá ser validado por el MHCP y el DNP antes de que la obligación de planta sea 
jurídicamente exigible. 

3.2. Artículo 2.7.3.1.2 (Parágrafo 2) y Artículo 2.7.3.2.1 – Tensión entre autonomía 
territorial y plazo imperativo de 60 días 

El Parágrafo 2 del artículo 2.7.3.1.2 reconoce expresamente que, en el orden territorial, las 
disposiciones se aplicarán «respetando el principio de autonomía administrativa y financiera 
de las entidades territoriales». Esta salvaguarda es positiva y constitucionalmente necesaria. 

Sin embargo, el artículo 2.7.3.2.1 impone un plazo de 60 días para la entrega del Plan 
Institucional de Formalización Laboral a partir de la expedición del decreto, sin que se haya 
definido aún el modelo de Plan ni la herramienta tecnológica para su entrega, los cuales el 
artículo 2.7.3.2.2 difiere a un diseño posterior del Ministerio de Salud y el DAFP10. 

Esta secuencia es normativamente defectuosa: se fija un plazo antes de que exista el 
instrumento para cumplirlo. Para una ciudad capital con miles de vinculaciones laborales 
activas bajo múltiples modalidades contractuales, producir una ficha de caracterización en 
60 días sin tener el formulario ni la herramienta tecnológica disponibles resulta 
operativamente inviable. 

La coexistencia de la cláusula de autonomía en el Parágrafo 2 del artículo 2.7.3.1.2 con el 
plazo imperativo del artículo 2.7.3.2.1 crea una antinomia interna: la primera reconoce la 
discrecionalidad territorial; el segundo la suprime mediante una obligación de resultado con 
plazo fijo. Esta tensión debilita la seguridad jurídica de la regulación y puede generar litigios 
sobre la exigibilidad del Plan en el nivel territorial. 

Es necesario invertir la secuencia normativa: diseñar y publicar primero el modelo de Plan y 
la herramienta tecnológica; solo a partir de ese momento comenzaría a correr el plazo para 

 

9Ley 2294 de 2023, artículo 82: «Adóptense medidas orientadas a la formalización del empleo en el sector público, 
habilitando al Gobierno nacional a través del Departamento Administrativo de la Función Pública, para desarrollar 
instrumentos, lineamientos y mecanismos que permitan avanzar de manera progresiva y ordenada en la formalización 
laboral del empleo público, en concordancia con la disponibilidad presupuestal y las condiciones institucionales de las 
entidades.» 
10 Proyecto de Decreto PD_Formalización_Laboral, artículo 2.7.3.2.2: «El Ministerio de Salud y Protección Social y el 
Departamento Administrativo de la Función Pública, diseñarán el modelo de Plan Institucional de Formalización Laboral del 
Talento Humano en Salud, los mecanismos y la herramienta tecnológica para su entrega.» 
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las entidades territoriales. Alternativamente, ampliar el plazo a no menos de 120 días hábiles, 
condicionado a la disponibilidad previa del instrumento de reporte, con posibilidad de 
prórroga justificada ante el Ministerio. 

3.3. Artículo 2.7.3.2.5 – Fuentes de financiación indeterminadas y contexto fiscal 
agravado por decretos salariales de 2026 

El artículo 2.7.3.2.5 dispone que las ESE y las entidades territoriales «podrán utilizar» fuentes 
de financiación que «concurran desde los niveles nacional, departamental, distrital, 
municipal conforme a la normatividad vigente y en la medida de disponibilidad 
presupuestal»11. Esta formulación adolece de dos problemas estructurales. 

En primer lugar, la norma no identifica cuáles son esas fuentes, a qué monto asciende el 
aporte del nivel nacional, ni mediante qué mecanismo se articulan. La remisión a 
«normatividad vigente» y a «disponibilidad presupuestal» convierte al artículo en una 
cláusula de estilo que no crea fuente nueva ni garantiza financiación real: los recursos 
existentes ya están comprometidos con obligaciones previas. 

En segundo lugar, existe un factor fiscal externo que agrava la situación de las capitales en la 
vigencia actual. Los decretos salariales territoriales expedidos en marzo de 2026 fijaron para 
el nivel territorial un incremento salarial del 7% (IPC 2025 del 5.1% más 1.9% acordado en el 
pliego sindical sectorial de 2025), retroactivo al 1° de enero, junto con el ajuste de la 
bonificación por servicios prestados en virtud de la modificación del Decreto 2418 de 201512. 
Estos compromisos son gasto recurrente de funcionamiento financiado con ingresos 
corrientes propios, sin transferencia nacional correlativa, consumiendo el margen disponible 
bajo la Ley 617 de 2000. 

La superposición de estos compromisos sobre una nueva obligación de formalización de 
planta permanente compromete la sostenibilidad fiscal estructural de los municipios capital. 
La materialización de este decreto exige, como condición previa, su armonización con el 
marco normativo de distribución de competencias y recursos entre la Nación y las entidades 
territoriales; en particular, con la reforma al Sistema General de Participaciones introducida 
por el Acto Legislativo 03 de 2024, con la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial y con el 
Proyecto de Ley 502 de 2025 —actualmente en trámite legislativo en el Congreso de la 
República—, mediante el cual se desarrollan las competencias sectoriales definidas en dicho 

 

11Proyecto de Decreto, artículo 2.7.3.2.5: «Las Empresas Sociales del Estado (E.S.E) podrán utilizar, para la financiación 
parcial o total de los planes de formalización laboral gradual y progresiva, fuentes de financiación que concurran desde los 
niveles nacional, departamental, distrital, municipal conforme a la normatividad vigente y en la medida de disponibilidad 
presupuestal a que haya lugar.» 
12Ley 4ª de 1992 y Decretos salariales territoriales expedidos en marzo de 2026. El incremento del 7% (IPC 2025 del 5.1% 
más 1.9% acordado en el pliego sindical sectorial de 2025) aplica de manera retroactiva al 1° de enero de 2026, con cargo 
a los ingresos corrientes de libre destinación de las entidades territoriales. 
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acto legislativo y se redefine el alcance de las obligaciones financieras a cargo de cada nivel 
de gobierno en materia de prestación de servicios públicos esenciales, incluida la salud13. 

El artículo 2.7.3.2.5 debe identificar de manera explícita las fuentes del nivel nacional con las 
que el Gobierno central concurrirá a la financiación de los planes de formalización. No resulta 
admisible que una regulación de origen nacional traslade la carga financiera exclusivamente 
al nivel territorial mediante una remisión genérica a fuentes "concurrentes", cuando el 
Sistema General de Participaciones y los ingresos corrientes de libre destinación ya soportan 
el gasto de funcionamiento ordinario de las entidades territoriales y operan en el límite de 
los techos fijados por la Ley 617 de 2000. Lo que corresponde al Gobierno nacional, en su 
calidad de regulador, es precisar el monto o porcentaje del aporte a su cargo por tipo de 
entidad —ESE del orden nacional, departamental o municipal—, identificar la línea 
presupuestal del Presupuesto General de la Nación de la que provienen dichos recursos, y 
establecer un mecanismo de desembolso vinculante con cronograma definido. La 
aprobación y exigibilidad de los Planes Institucionales de Formalización Laboral no debe 
operar mientras no se haya formalizado el esquema de cofinanciación nacional. 

 

3.4. Artículo 2.7.3.2.3 y Parágrafo 2 del Artículo 2.7.3.2.5 – Plantas temporales como 
válvula de escape que puede perpetuar la precarización 

El artículo 2.7.3.2.3 habilita a los actores públicos para optar por la creación de plantas 
temporales, conforme al artículo 21 de la Ley 909 de 2004, en el marco de su autonomía 
territorial, administrativa y financiera. El Parágrafo 2 del artículo 2.7.3.2.5 reitera que «la 
creación de planta temporal se puede ajustar año tras año según disponibilidad presupuestal 
y necesidad institucional».  

Esta habilitación es jurídicamente compatible con el marco de la función pública. Sin 
embargo, introduce una contradicción interna de fondo: si la disponibilidad presupuestal es 
la variable determinante para acceder a la formalización efectiva, y si esa disponibilidad 
puede invocarse anualmente para justificar la prórroga de la planta temporal, el resultado 
previsible es que la temporalidad se consolide como la regla y no como la excepción. 

 

13 Acto Legislativo 03 de 2024 (Reforma al Sistema General de Participaciones); Ley 1454 de 2011, Ley Orgánica 
de Ordenamiento Territorial; Proyecto de Ley 502 de 2025, radicado en el Congreso de la República en 
desarrollo del Acto Legislativo 03 de 2024, por el cual se distribuyen competencias sectoriales entre los niveles 
de gobierno. La nueva arquitectura competencial y de financiación debe constituir marco de referencia 
obligatorio para cualquier regulación que imponga cargas fiscales permanentes al nivel territorial. 
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Esta dinámica contradice el objeto del decreto —formalización progresiva con vocación de 
permanencia— y entra en tensión directa con el Parágrafo 1 del artículo 2.7.3.6.1, que 
prohíbe expresamente «la vinculación sucesiva e ininterrumpida bajo figuras temporales». 
Si el mismo instrumento normativo que crea la obligación de formalización habilita 
indefinidamente la temporalidad, el efecto neto puede ser la legitimación regulatoria de la 
precarización que se pretende eliminar. 

Debe además anotarse que el parágrafo citado del artículo 2.7.3.2.5 señala que la planta 
permanente exige 'garantizar la sostenibilidad presupuestal a largo plazo', condición que, 
ante la ausencia de mecanismos de financiación nacional, solo podrá cumplirse para las 
capitales con mayor capacidad fiscal, generando una diferenciación regresiva en el acceso a 
la formalización. 

Se debe establecer un límite temporal máximo para la permanencia en régimen de planta 
temporal (v.gr., tres años prorrogables una sola vez), vencido el cual la entidad quede 
obligada a formular el estudio técnico para la creación de planta permanente, so pena de las 
sanciones previstas en el artículo 63 de la Ley 1429 de 2010. Incluir una hoja de ruta con 
metas anuales de reducción del porcentaje de vinculaciones temporales sobre el total de la 
planta funcional. 

3.5. Artículos 2.7.3.5.3 y 2.7.3.5.9 – Comité Técnico sin capacidad decisoria ni 
presupuesto propio 

El artículo 2.7.3.5.2 crea el Comité Técnico para el Fortalecimiento del Empleo y Trabajo del 
Talento Humano en Salud. Su objeto, funciones y composición responden a una necesidad 
real de coordinación interinstitucional. Sin embargo, el articulado limita sustancialmente su 
eficacia operativa en dos dimensiones. 

En cuanto a su alcance competencial, el Parágrafo del artículo 2.7.3.5.3 aclara que el Comité 
Técnico «no sustituye ni interfiere en las competencias propias de inspección, vigilancia, 
control o sanción asignadas a otras autoridades, ni constituye instancia decisoria frente a 
controversias individuales o colectivas de carácter laboral» 14 . Esta delimitación, 
jurídicamente necesaria, convierte al Comité en una instancia de coordinación sin capacidad 
coercitiva, vinculatoria ni sancionatoria. 

En cuanto a su financiación, el artículo 2.7.3.5.9 establece que las funciones del Comité «se 
desarrollarán con cargo a los recursos de las entidades que la conforman, según el 

 

14Proyecto de Decreto, Parágrafo del artículo 2.7.3.5.3: «El Comité Técnico no sustituye ni interfiere en las competencias 
propias de inspección, vigilancia, control o sanción asignadas a otras autoridades, ni constituye instancia decisoria frente a 
controversias individuales o colectivas de carácter laboral.» 
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presupuesto asignado para cada vigencia fiscal» 15 . Es decir, el Comité no cuenta con 
presupuesto propio. Su funcionamiento depende de la voluntad y disponibilidad de cada 
entidad miembro en cada vigencia; en contextos de restricción fiscal —como el actual para 
las entidades territoriales— esta disposición puede paralizarlo de facto. 

El antecedente de instancias similares de seguimiento a compromisos sindicales del sector 
salud confirma que sin presupuesto propio y sin capacidad decisoria, las instancias de 
coordinación intersectorial devienen en espacios formales sin incidencia real, cuya utilidad 
depende exclusivamente de la voluntad política de sus integrantes. 

4. CONCLUSIONES 

1) El Proyecto de Decreto adolece de una inconsistencia estructural determinante: 
mientras el articulado impone obligaciones de gasto corriente permanente sobre las 
entidades territoriales, la Memoria Justificativa descarta expresamente el impacto 
económico para el nivel nacional, configurando un mandato sin recursos que 
contraría el artículo 7 de la Ley 819 de 2003 y el principio de concurrencia del artículo 
288 constitucional. ASOCAPITALES considera imperativo que el decreto no se expida 
sin que previamente se haya identificado y vinculado una fuente de financiación 
nacional explícita para los planes de formalización territoriales, con especificación del 
monto, el mecanismo de desembolso y el cronograma de transferencia. 

2) Las salvaguardas de autonomía territorial contenidas en el articulado son 
formalmente correctas pero materialmente insuficientes: el plazo de 60 días para la 
entrega del Plan, la habilitación irrestricta de plantas temporales y la ausencia de una 
hoja de ruta con metas anuales vacían de eficacia la formalización efectiva, generando 
el riesgo previsible de que las entidades cumplan con el documento del Plan pero 
difieran indefinidamente su implementación real, amparadas en la indisponibilidad 
presupuestal que el propio decreto admite como excusa legítima. Esta contradicción 
interna entre el objeto del decreto y sus mecanismos de implementación debe ser 
corregida en la versión definitiva de la norma. 

3) El contexto fiscal sobreviniente de 2026 —derivado de los decretos salariales 
territoriales con incremento del 7% y ajuste de bonificaciones, sumado a las nuevas 
cargas derivadas de la reforma al SGP (Acto Legislativo 03 de 2024)— exige que este 
decreto sea armonizado expresamente con el marco de distribución de competencias 
y recursos del nivel territorial, de modo que la formalización laboral en salud no 
comprometa la viabilidad fiscal de los municipios capital ni contradiga los límites 
estructurales de gasto consagrados en la Ley 617 de 2000. Sin esa armonización, la 

 

15Proyecto de Decreto, artículo 2.7.3.5.9: «Las funciones asignadas al Comité Técnico para el fortalecimiento del empleo y 
trabajo del talento humano en salud se desarrollarán con cargo a los recursos de las entidades que la conforman, según el 
presupuesto asignado para cada vigencia fiscal, respetando el Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto de 
Mediano Plazo.» 
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norma trasladará al nivel territorial un pasivo laboral que, en lugar de formalizar el 
empleo, generará nuevas contingencias jurídico-fiscales para las entidades públicas 
de salud. 

 
Cordialmente, 
 
 
 
Andrés Santamaría Garrido 
Director General 
Asocapitales 
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